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DERECHO, 
CUADERNOS 
CONMEMORATIVOS, 
se integra con los documentos 
más trascendentes y 
significativos del programa 
académico que con motivo del 
175 Aniversario de la Impartición 
de la Primera Cátedra de 
Derecho en el Estado lleva a 
cabo la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales y Colegio de 
Criminología de la Universidad 
Autónoma de Nuevo León, 
durante 1999. En este contexto 
se incluirán Conferencias, 
Reportes, Textos históricos, 
Entrevistas con personalidades 
del medio jurisprudencial, 
Contenido y Conclusiones de 
Mesas Redondas, Paneles, etc. 
Parte de este material se editará 
posteriormente en obras 
integrales y/o de recopilación. 
De esta manera nuestra Facultad 
se propone, en una gran síntesis 
editorial, dejar el registro histórico 
y la memoria de tan significativa 
efemérides que marcó un hito ^n 
el desarrollo cultural y educa o 
de Nuevo León, particularm '«e 
en el campo del Derecho 
Justicia. 
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F O N D O 
UNIVERSITARIO 

Ofrecimiento 
175 Años de la impartición del 
estudio del Derecho en Nuevo León 

El día 19 de enero de 1824, bajo el marco solemne 
del antiguo Seminario Conciliar de Monterrey, el 
ilustre maestro y jurista nuevoleonés, Lic. don José 
Alejandro de Treviño y Gutiérrez, impartió la primera 
Cátedra de Derecho Civil en el Estado. 

Con esta Cátedra se iniciarían formalmente los 
estudios del Derecho en nuestro Estado, ya que 
anteriormente no existía escuela alguna de 
jurisprudencia en la naciente e incipiente Entidad 
Federativa que daba sus primeros pasos en la vida 
republicana del país. 

Las postrimerías del Nuevo Reino de León tampoco 
vieron formarse en su interior institución que se 
preocupara y ocupara por el estudio del Derecho 
en la región. Y los abogados que aquí ejercían su 
profesión venían de México o de Guadalajara, 
Jalisco, donde habían realizado sus estudios. 

La semilla sembrada por el maestro de Treviño y 
Gutiérrez rindió en nuestra Entidad ubérrimos frutos. 



El estudio del Derecho seña desde entonces parte 
esencial en la formación de los profesionales no 
sólo del Derecho, sino de todas las áreas 
académicas que también precisaban del 
conocimiento jurídico para su mejor 
desen volvimiento. 

A partir de esta fecha, el estudio de la jurisprudencia 
sería parte esencial e indisoluble de nuestra vida 
académica. En años postenores el glorioso Colegio 
Civil la incorporaría en su programa educativo 
Aunque no todo fue "miel sobre hojuelas", ya que 
durante la Intervención Francesa este Instituto sería 
transformado en caballerizas por las fuerzas 
extranjeras interventoras. ¡Años difíciles los de ese 
tiempo para la educación en el Estado 
particularmente la enseñanza media y superior! 
¡Pero años igualmente de reafírmación de nuestra 
nacionalidad y, sobre todo, de la vocación docente 
de aquellos heroicos aunque testarudos maestros 
que viendo cerradas las aulas de su querida escuela 
abneron en cambio las puertas de sus hogares, para 
que el fruto del conocimiento no se perdiera por la 
infamante clausura de sus añorados espacios 
educativos! 

Este es el origen de nuestra ahora flamante Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales y Colegio de 
Criminología y de la propia Universidad Autónoma 
de Nuevo León que, ahora, en 1999, alberga a más 
de ciento diez mil estudiantes. 

Por esto, 1999 no es tan sólo el feliz aniversario de 
una fecha gloriosa que con alegría recordamos. No 
es únicamente el jubileo por el 175 aniversario de 
aquella fecha inolvidable en que fuera impartida la 
primera Cátedra de Derecho Civil en Nuevo León. 
No es exclusivamente el fasto por el nacimiento de 
la escuela de jurisprudencia en esta ciudad Capital, 
faro del Noreste de México y de la República en su 
totalidad. 

Es, ¡por supuesto!, todo lo anterior. Pero es algo 
infinitamente mayor. 

Es el compromiso de todos los universitarios que 
convivimos en el ámbito jurisprudencial para formar 
una Facultad de Derecho que esté no sólo a la altura 
que demandan desde ya las necesidades del siglo 
XXI, sino a la altura de la dignidad humana, todavía 
soterrada en muchas regiones del planeta por la 
insidia, las guerras fratricidas, el genocidio y la 
injusticia social. 

Es el reto que afrontamos para coadyuvar en esta 
tarea mediante la impartición y la aplicación de las 
normas que requiere el siglo por venir. 

Por eso, estos Cuadernos Conmemorativos que 
ahora presentamos a la comunidad universitaria y 
a la sociedad, quieren ser una tribuna donde se 
exprese el pensamiento plural de los universitarios 
en las distintas ramas del conocimiento humano, 
pero al derredor de la Norma, de la Ley, que no sólo 



debe procurarla Justicia y la Equidad, sino acercar 
cada vez más la fría realidad de la actividad 
cotidiana, con el imperio del Derecho basado 
indefectible e indeclinablemente en la Justicia. 

En este contexto, representan una parte de la verdad 
general expuesta en el pensamiento del ponente. 

Una verdad para ser compartida, debatida y 
analizada por la comunidad en general. 

Una verdad particular que busca llegara la verdad 
general. ¡Que la verdad absoluta sólo existe en la 
Voluntad Superior, que trasciende nuestra finitud! 

¡Recíbala el lector como una aportación modesta 
de nuestra Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
y Colegio de Criminología de la Universidad 
Autónoma de Nuevo León! 

Ciudad Universitaria 

Lic. Helio E. Ayala Villarreal 
Director de la 

Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
y Colegio de Criminología, UANL 

Texto de la Conferencia Magistral 
pronunciada por el Lic. Femando Canales 
Clariond, Gobernador Constitucional de 
Nuevo León y Presidente Honorario del 
Comité Organizador del Programa 
conmemorativo del 175 Aniversario de la 
Impartición de la Primera Cátedra de 
Derecho en el Estado, el día 18 de enero de 
1999. 

La presente conferencia tuvo por marco el 
Aula "Víctor L. Treviño", de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales y Colegio de 
Criminología de la Universidad Autónoma 
de Nuevo León, ubicada en el Campus de 
Ciudad Universitaria, en San Nicolás de los 
Garza, Nuevo León, México. 

Se iniciaron así, formalmente, las 
actividades del Programa conmemorativo de 
esta trascendente efemérides. 
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C o m p a ñ e r o s integrantes del Comité Organizador 
de la ce leb rac ión de l 175 An ive rsar io de la 
Impartición de la Primera Cátedra de Derecho en el 
Estado: 

Deseo antes que todo, agradecer la distinción de 
haber sido invitado a colaborar en este Comité 
Organizador, para realizar una de las celebraciones 
más significativas de la vida universitaria de nuestro 
Estado. 

Esta actividad, me brinda la oportunidad de rendir 
un merecido homenaje a todos los maestros de 
derecho de nuestro Estado, por el esfuerzo y 
d e d i c a c i ó n con que han f o r m a d o a t an tas 
generaciones de jóvenes estudiantes. 

Para otorgar una justa dimensión a la importante 
celebración que hoy nos reúne, resulta inevitable 
remi t i rnos por lo m e n o s b r e v e m e n t e , a los 
acontecimientos históricos: 



Al impartir el Lic. Alejandro de Treviño y Gutiérrez 
hace 175 años la pr imera Cátedra de Derecho en el 
Estado, se sentaron las bases para el desarrollo de 
la Educación Superior en Nuevo León, que hoy por 
cierto nos llena de orgullo y que en muchos aspectos 
es ejemplo a nivel nacional e incluso internacional. 

Aquella primera cátedra con siete alumnos, ha dado 
origen a través del t iempo y con el esfuerzo de 
muchos maestros, a un servicio que atiende hoy a 
miles y miles de jóvenes nuevoleoneses y de otros 
estados, b r i ndándo les la opor tun idad de una 
formación profesional y con ello la posibilidad de un 
mejor nivel de v ida. Esa es la re levancia del 
acontecimiento que nos une en esta celebración. 

Con la f inal idad de destacar la importancia del 
quehacer jurídico en la evolución de los pueblos, 
he querido orientar esta intervención hacia el análisis 
de la función gubernamental, los procesos políticos 
y las bases jurídicas que les dan soporte. 

Uno de los aspectos singularmente positivos de la 
sociedad mexicana de este fin de siglo, es sin duda 
el proceso de transición a la democracia que han 
vivido el Estado y el País en épocas recientes. 

En materia electoral, Nuevo León y México acceden 
ahora mismo a un estadio superior de desarrollo 
político, que se caracter iza por la vigencia del 
pluralismo y por el apego a las normas jurídicas que 
regulan los comicios. 

Quienes hemos tenido la oportunidad de acceder 
al servicio público a través de procesos electorales 
caracterizados por la observancia de la ley, la 
competitividad interpartidaria y la posibilidad real de 
a l t e rnanc ia po l í t i ca , e n f r e n t a m o s una g ran 
responsalibilidad. 

Como depositarios transitorios de un poder que no 
es nuestro en su origen, sino que nos ha sido 
delegado por el pueblo, tenemos la delicada tarea 
de traducir la voluntad de la ciudadanía, en acciones 
de Estado. 

Con base en la evolución política que hoy vivimos, 
nuestro esfuerzo social requiere urgentemente 
abocarse a la destrucción total y definitiva de los 
esquemas que han favorecido un ejercicio del poder 
que viola los ordenamientos jurídicos y se centra 
en el cumplimiento de la voluntad personal del 
gobernante. De ahí la relevancia de luchar por la 
edificación de un genuino Estado de Derecho. 

No se trata simplemente de adoptar los principios 
prevalecientes en la doctrina jurídica alemana del 
siglo XIX, que sostenían la legitimidad de todo 
ejercicio del poder público apegado a la norma. Este 
positivismo a ultranza ya demostró claramente su 
ineficacia en el continente europeo. 

El reclamo actual es mucho más amplio y relevante. 
Lo que nuestro Estado y nuestro País requieren, es 
adoptar el concepto contemporáneo del Estado de 
Derecho que se ha desarrollado particularmente en 



la Europa de las últimas décadas. Este sostiene la 
noc ión de que la gest ión públ ica solo posee 
verdadera legitimidad cuando garantiza el respeto 
a los Derechos Humanos, se basa en las reglas de 
la democracia y permite la operación del principio 
de la legalidad. 

En efecto, uno de los requisitos más apremiantes 
para la demolición del autoritarismo y la edificación 
de la democracia, es el funcionamiento efectivo del 
Estado de Derecho. 

Tal objetivo sólo puede lograrse en la medida en 
que hagamos realidad la exigencia de un aparato 
gubernamental que se someta plenamente a un 
conjunto de reglas superiores que garanticen las 
libertades y la observancia estricta de las normas 
jurídicas como mecanismos indispensables para 
r e s p o n d e r e f e c t i v a m e n t e a las a s i g n a t u r a s 
pendientes de justicia y desarrollo social en una 
comunidad como la nuestra. 

Por esa razón, hoy que vivimos por fin la experiencia 
de la transición a la democracia, es esencial para 
autoridades y sociedad civil, sentar las bases para 
la plena consolidación del Estado de Derecho. 

A través de lo dicho, queda en claro la relevancia 
que adquiere la esencia y uso de los lineamientos 
jurídicos para la evolución de las personas y de la 
sociedad. Ante un peso de tal magnitud y como un 
ejercicio de reflexión ante estos jóvenes estudiantes 
de derecho, vale la pena cuestionarnos: ¿Cuál es 

la función del abogado en la sociedad? ¿Qué 
vinculación existe entre el Jurista y la Ley? 

El ejercicio o desempeño de cualquier profesión, 
supone un proceso previo de selección de acuerdo 
a intereses personales que de una u otra forma son 
moldeados por el entorno social. Sin embargo 
p redomina tamb ién la vo luntar ia opc ión por 
constituirse en un ser productivo en alguna de las 
áreas del conocimiento, respondiendo a nuestro 
llamado interior, a esa voz que nos orienta y da 
rumbo para el encuentro de nuestro mejor destino. 

La elección del oficio de abogado sigue idéntico 
proceso, sin embargo, no debe ser ejercido sino por 
aquellos que tengan una verdadera vocación por la 
justicia. La responsabilidad social del jurista es 
evidente y su compromiso con la justicia no puede 
ser mediatizado ni soslayado. 

D'Agresseau dijo que la orden de los abogados "era 
tan antigua como la magistratura, tan noble como 
la virtud y tan necesaria como la justicia". 

En estos tiempos nos corresponde hacer un estudio 
retrospectivo y prospectivo de nuestra función. 
Paulat inamente van quedando atrás, aquel las 
etapas en las que los profesionales de cualquier 
disciplina científica tenía un concepto cerrado de 
su tarea. 

Períodos que delimitaban el campo profesional al 
ámbito estrictamente doméstico y particularizado. 



Nuest ro of ic io es y debe ser, el e jerc ic io de 
habilidades con un profundo sentido comunitario. 

Las transformaciones tan dramáticas que ha sufrido 
el mundo, los innumerables fenómenos sociales que 
se han traducido en cambios pacíficos o violentos 
de las e s t r u c t u r a s e ins t i tuc iones po l í t i cas , 
económicas y sociales, la decadencia de unas 
culturas y el surgimiento y resurgimiento de otras, 
nos exigen reflexionar seriamente sobre la eficacia 
de nuestra profesión y su incidencia en la dinámica 
social. 

No podemos constituirnos en observadores pasivos 
del acontecer. La definición de nuestra conducta es 
un imperativo cada vez más urgente al que se debe 
dar respues ta , so pena de ser supe rados y 
sorprendidos por el hecho social. 

Osorio, acertadamente expreso que "El Derecho no 
establece la realidad sino que la sirve, y por eso 
camina mansamente tras ella, consiguiendo rara vez 
marchar a su paso". 

Para el Jurista, para el Abogado, el Derecho es una 
herramienta, un medio, pero no su fin. El derecho 
es contemplado como un conjunto de normas 
organizadas para regular, por un lado, la convivencia 
pacíf ica de los habi tantes de un determinado 
territorio, y por tanto, para normar las relaciones 
entre la autoridad y los gobernados. 

Ese conjunto de disposiciones jurídicas vigentes en 
cierto t iempo y espacio, corresponde a ciertas 
conductas que también son objeto de estudio. Sin 
embargo, la relativa rigidez de la norma contrasta 
dramáticamente con la flexibilidad de la conducta 
humana. Ese es uno de los grandes retos a que 
debe enfrentarse el abogado: La adecuación de la 
norma a la realidad que experimenta dramáticas 
mutaciones. 

¿Cómo puede el abogado constituirse en agente 
de cambio social para la conformación de un sistema 
que orienta la toma de posición a favor de la justicia? 

El Derecho escrito nunca ha sido ni podrá ser una 
respuesta permanente y definitiva a las expectativas 
de la sociedad, pues la dinámica social siempre 
toma la delantera. En este contexto, el abogado 
debe cumplir una función dual, como espectador y 
c o m o actor. Su fo rmac ión pro fes iona l lo ha 
capacitado para hacer uso del método científico que 
le permite realizar un análisis metódico del acontecer 
diario. 

No obstante, la verdadera dificultad se encuentra 
en el actuar, pues exige movimiento y reclama la 
constitución de un sujeto comprometido y totalmente 
involucrado con la praxis social. En esta etapa el 
abogado ya se ha convertido, ya se ha insertado en 
el escenario y está obligado a traducir en actos 
concretos, en toma de posiciones definidas, el 
proceso crítico-reflexivo del hecho social. 



En tanto no haya compromiso con la justicia, no 
podrán variarse los factores que inmovil izan al 
Derecho escrito. El encuentro con la justicia no lo 
vamos a tener solamente estudiando el texto legal. 
Ahí puede haber destellos de justicia, pero tal vez 
no sean suficientes. Probablemente sea ese uno 
de los graves prob lemas a que se enf rentan 
diariamente los gobernados, por una parte, y la 
autoridad por la otra. La ley no siempre es justa, 
aunque se afirme que para que haya justicia debe 
haber ley. 

La justicia como categoría es temporal, incorpórea, 
pero a la vez se siente su presencia o se nota su 
ausencia. Esa presencia o ausencia se detecta 
originalmente en las vivencias cotidianas de nuestro 
pueblo, y mucho después en la ley. Si nuestro pueblo 
tiende a ser feliz, luego entonces busca la justicia. 
Kelsen expresa que "La Justicia configura la felicidad 
social, es la felicidad que el orden social garantiza". 

De ahí que consideremos que el compromiso del 
abogado debe ser con el pueblo, con su comunidad, 
que es de donde brotan ve rdaderamente los 
principios de justicia que las personas llevamos 
como elemento consustancial a nuestra naturaleza. 
Platón afirmó a este respecto, que "Sólo el justo es 
feliz y desdichado el injusto". 

De acuerdo con lo expuesto, el abogado debe 
participar más activamente en la conformación de 
una marco jurídico que sea reflejo del sentir del 

pueblo y de su búsqueda de una sociedad más justa. 
De esta forma, el abogado se convierte en el 
portavoz de su comunidad ante la autoridad, si no 
forma parte de ella. Su formación técnica y más que 
t o d o su sens ib i l i dad , fac i l i tan de m a n e r a 
determinante la obtención de un gran número de 
satisfactores sociales. 

En este sentido, en un plano estrictamente objetivo, 
la tarea de un Legislador es de alta trascendencia 
en cualquier comunidad. Los principios y las reglas 
que dicta, son el fundamento, la piedra angular 
donde esa agrupación humana a la que sirven, 
desarrollará toda su potencialidad creadora. 

Sin embargo, esa elevada encomienda no puede 
rendir los frutos deseados si no es el resultado de 
una real inserción del Legislador en su escenario 
social. No se puede Legislar haciendo abstracción 
de los hechos, pues la norma resultante no tendría 
una verdadera vinculación con la realidad. 

El proceso de inserción del Legis lador en su 
comunidad se realiza estableciendo una completa 
relación de impulso y retroal imentación con la 
sociedad, propiciando su toma de conciencia como 
agente de cambio. 

No fal ta quien aduzca que el pueblo no está 
preparado para tomar decisiones y discutir los 
pormenores de lo que debe ser decidido en un 
Congreso. 



Sin embargo, el ciudadano se abstiene de participar 
po rque no se le ha c o n v e n c i d o de que su 
participación en la búsqueda conjunta del bien 
común, es una función vital para el ser humano que 
vive en sociedad, que es un elemento decisivo y 
coadyuvante de la autoridad en esa búsqueda. 

Es necesario entonces, establecer las condiciones 
que propicien la creación de una cultura jurídica que 
impulse al ciudadano a participar, decidir y apoyar 
las decis iones de sus representantes, o bien 
rechazar aquellas que sean lesivas a sus intereses. 
Esta tarea es consustancial al ser del Jurista. Luego 
e n t o n c e s , t i ene la g ran r e s p o n s a b i l i d a d de 
objetivarla con su trabajo en el foro, en el servicio 
públ ico, en el ejercicio de la judicatura, en la 
academia y en todas las áreas del quehacer humano 
en que desarrolle su actividad. 

El Jurista en consecuencia, debe ser prudente, 
objetivo en su juicio y con total apertura a las 
diversas manifestaciones ideológicas, para que su 
participación en esa cultura jurídica, oriente las 
acciones de los ciudadanos y de la autoridad, hacia 
el fin más elevado del estado: el bien común. 

Crear las condiciones necesarias para el desarrollo 
de nuestra sociedad, implica no sólo establecer una 
adecuada infraestructura que soporte la prestación 
de los servicios públicos en forma idónea. La 
autoridad no sólo es responsable de promover el 
crecimiento material de los administrados, debe 

convertirse en estímulo que impulse a la sociedad 
en general a ser factor permanente de cambio, de 
t r ans fo rmac ión , sen tando las bases para la 
edif icación de una comunidad con un profundo 
sentido de identidad y trascendencia. 

Pero, ¿de qué manera puede crearse una sociedad 
de esa naturaleza? 

La función educativa debe convertirse en el medio 
más efectivo y seguro para promover el reencuentro 
con la cultura jurídica de nuestro pueblo; cultura de 
la que todos somos partícipes y creadores en mayor 
o menor medida, cuando adoptamos como forma 
de vida el cumplimiento de las reglas que rigen las 
relaciones comunitarias. 

Una forma de respuesta a las transformaciones del 
ente social es precisamente adecuar la norma a la 
real idad, para de esa forma, paliar el rezago 
constante de la ley con relación a la conducta del 
individuo. Esa labor de revisión permanente, de 
actual ización y renovación de las instituciones 
jurídicas, es una obligación que deben campartir 
Gobierno y gobernados, sujetándose ambos, a las 
directrices propuestas por la Constitución Política, 
que es la expresión máxima de la soberanía popular. 

La vinculación entre Estado, Derecho y Sociedad 
hace imperativa su dinámica conjunta, pues la 
desarticulación en su evolución produce alteraciones 
severas, tanto a los particulares como a los mismos 
agen tes de l Estado, pues unos ven an te la 



obsolescencia de la ley, un síntoma de anarquía y 
los otros, la posibilidad de aplicar criterios arbitrarios 
y v e l e i d o s o s . A m b a s s i tuac iones , son 
evidentemente perjudiciales para el sano desarrollo 
social. 

En este contexto, la función del abogado es de una 
e n o r m e r e s p o n s a b i l i d a d . Con t r ibu i r a la 
conformación de una sociedad más justa, puede 
resultar muchas veces una tarea muy compleja. Sin 
embargo, impedir que la voz de la justicia llegue a 
nuestras conciencias, se traduciría en negarnos a 
nosotros mismos como personas y como miembros 
de nuestra comunidad. Implicaría negar nuestro 
origen y destino, sería cerrar el camino al encuentro 
con la felicidad. 

Mi formación jurídica me compromete más en mi 
actual investidura. Como Titular del Poder Ejecutivo 
del Estado de Nuevo León, tengo la firme intención 
y convicción para que prevalezca el Gobierno de la 
Justicia y del respeto irrestricto de la Ley. 

A poco más de un año de haber asumido el cargo, 
h e m o s i m p l e m e n t a d o acc iones conc re tas 
encaminadas a la consecución de este objetivo. 
Hemos colaborado con los otros Poderes del Estado 
en la búsqueda de la consolidación del Estado de 
Derecho y planteado la necesidad de encontrar 
formas democráticas que coadyuven el ejercicio 
racional y objetivo de la autoridad. 

En es te sen t i do , hemos t r aba jado en la 
conformación de un Plan de Gobierno incluyente 
que responda a los requerimientos de los más 
diversos componentes de la sociedad. 

La Administración Pública a mi cargo, tiene claros 
contenidos en el Plan Estatal de Desarrollo, cuyo 
proceso de elaboración implicó una comunicación 
directa con la ciudadanía y el análisis concreto de 
sus necesidades más apremiantes. 

Para su realización, ha sido necesario proponer al 
Congreso del Estado, a través de diversas Iniciativas 
de Ley, la modificación a diferentes ordenamientos 
jurídicos, o bien la expedición de nuevas leyes que 
enr iquezcan nuestro marco jur íd ico donde se 
establezcan reglas claras para la convivencia social, 
para la prestación del servicio público, para elevar 
y fomentar el nivel educativo y de capacitación para 
el trabajo, para el debido respeto a la propiedad de 
los particulares y para el mejor aprovechamiento 
de nuestra tierra. 

De igual manera hemos propiciado, en el ámbito de 
nuest ras a t r ibuc iones, la re forma a d iversas 
disposiciones de naturaleza constitucional que 
fortalecerán la función del Poder Judicial y de la 
Procuración de Justicia. 

Así mismo, estamos colaborando activamente en 
la revisión integral de nuestro Supremo Estatuto 
Jurídico Local, a cuya tarea hemos convocado a la 



ciudadanía en general, conjuntamente con el Poder 
Legislativo y el Poder Judicial. 

Vale la pena destacar, que hemos constituido un 
grupo de trabajo con la participación de los Poderes, 
en el que a través de una consulta pública que ya 
se inició, se concentrarán las propuestas ciudadanas 
de reforma para esta legislación. 

Con base en esta participación de la comunidad, 
revisaremos todo el texto constitucional a efecto de 
generar las propuestas pertinentes que incidirán en 
aspectos fundamentales para Nuevo León. 

Estas acciones, entre muchas otras que hemos 
realizado en el ejercicio del mandato que se nos ha 
conferido, han sido respaldadas por una indeclinable 
vocación de justicia y el ineludible compromiso 
adqu i r i do con la c i u d a d a n í a , de t raba ja r 
incansablemente para el bien común. 

Con el respaldo de estos l incamientos jurídicos 
propuestos y el apoyo de un gran número de 
se rv i do res p ú b l i c o s c o m p r o m e t i d o s con su 
desempeño, estamos generando las bases para 
construir el Nuevo León que deseamos, el Estado 
que merecemos. 

Un Estado en el que todas las personas tengan 
oportunidades de acceso a una fuente de trabajo 
digna y bien remunerada, en el que las familias 
tengan la posibilidad de vivir con mayor seguridad y 
en mejores condiciones, en el que los niños y 

jóvenes reciban una educación de calidad que les 
permita prepararse mejor, para aspirar a un justo 
desarrollo personal y profesional. 

En esas y otras tareas estamos comprometidos. 
Contamos con la confianza de la ciudadanía que 
aspira a un mayor desarrollo para nuestro pueblo. 
Correspondemos a esa confianza con trabajo, con 
entrega, con pasión y profesionalismo. 

Con la finalidad de hacer de nuestro Gobierno el 
Gobierno del cambio, no porque así lo haya ofrecido 
un Partido Político, sino porque todos lo han ofrecido 
po rque la soc iedad así lo demandó , hemos 
establecido con absoluta claridad los principios y 
valores que respaldan y habrán de respaldar durante 
la gestión nuestras acciones y la toma de decisiones. 

Q u e r e m o s un Gob ie rno hones to po rque la 
ciudadanía t iene derecho a que el uso de sus 
recu rsos e c o n ó m i c o s sea v e r d a d e r a m e n t e 
productivo y transparente; un Gobierno eficiente 
porque la honestidad sin eficiencia no permite la 
satisfacción real de las necesidades ciudadanas. 
Una de las formas más frecuentes de corrupción 
en la acción de gobernar ha sido la ineficiencia. 

Creemos, fomentamos y practicamos la democracia, 
pero no sólo como un recurso para el desarrollo de 
procesos eleccionarios limpios, sino como una forma 
de vida, una forma de relación entre Gobierno y 
gobernados. 



Pero sobre todo, estamos conscientes de nuestro 
comprom iso con la jus t i c ia no só lo c o m o la 
aplicación de la ley, sino como principio que exige 
brindar a los más necesitados las oportunidades a 
que t iene derecho. Sólo en la búsqueda y el 
encuentro de lo que es justo, podremos consolidar 
nuestra verdadera dimensión humana. 

Muchas son las carencias de nuestro pueblo y de 
eso estamos conscientes, sin embargo, muchas son 
también sus posibilidades. Estamos empeñados en 
promover un Gobierno participativo porque tenemos 
muy claro que sólo con la part ic ipación de la 
c i u d a d a n í a p o d r e m o s reso lve r los rezagos 
existentes en la sociedad. 

Cada vez más nos confrontamos con una sociedad 
que participa. Nuestra obligación es orientar y 
respetar esa participación. 

Somos un Estado que por las características de su 
gente, es reconocido en los ámbitos nacional e 
internacional porque ha logrado construir con 
esfuerzo y entrega al trabajo, su propio desarrollo. 

Como Gobierno somos los catalizadores para que 
ese esfuerzo al que antes se le negaba la existencia, 
sea hoy el principal motor para la búsqueda del bien 
común. En esta tarea, la acción y ciencia del derecho 
están y estarán siempre presentes. 

Como abogados estamos comprometidos con la 
sociedad, pero como servidores públ icos ese 
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compromiso se acentúa por la posibilidad que se 
nos otorga de trabajar para nuestro pueblo. 

Hoy, que celebramos el 175 aniversario de la 
Impartición de la Primera Cátedra de Derecho en el 
Estado, invito a todos ustedes a ratificar nuestro 
compromiso social, nuestro compromiso con la 
profesión, pero sobre todo, nuestro compromiso con 
la historia. 

Hagamos con nuestro trabajo diario que este Estado 
sea permanentemente un Nuevo León Siempre 
Ascendiendo. 
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Fernando de Jesús 
Canales Clarìond 

Nació en la ciudad de Monterrey, Nuevo León. Tiene 
51 años. Su esposa es la señora Angela Stelzer. 
Tiene cuatro hijos: Angela, Fernando, Francisco y 
Mariana. 

Es Licenciado en Derecho, egresado de la Escuela 
Libre de Derecho. 

Maestro en Administración de Empresas por el 
Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de 
Monterrey. 

Tiene especial idades en Lengua y Civil ización 
Francesa, por la Sorbona de París y Relaciones 
Industriales, por el Instituto de Estudios Sociales en 
La Haya, Holanda. 

En la actividad profesional, su último cargo lo 
desempeñó como Director General Adjunto y 
Vicepresidente del Consejo de Administración del 
Grupo IMSA, S.A. de C.V. Asimismo, ha ejercido 
cargos en el Conse jo de Admin i s t r ac ión de 



empresas en Estados Unidos, Colombia, Venezuela, 
Brasil, Argentina y Chile. 

En Organismos Intermedios y Gubernamentales ha 
sido: Presidente de la Federación de Cámaras de 
Comercio de Nuevo León; Presidente de la Cámara 
de Comercio de Monterrey; Vicepresidente de la 
Confederación Nacional de Cámaras de Comercio; 
Consejero del Centro Patronal de Nuevo León; 
Asambleísta del IMSS; Consejero Regional de 
Infonavit; Comisión Binacional México-EUA de la 
Fundación Ford y Consejero del Movimiento de 
Promoción Rural, A.C. 

Ha sido maestro de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales y Colegio de Criminología de la 
UANL, de 1973 a 1975 e impartido las cátedras de 
Derecho Fiscal y Sociedades Mercantiles. 

En el Partido Acción Nacional ha ocupado diferentes 
cargos directivos desde su registro, que fue en 
noviembre de 1978, a la fecha. 

Las citadas y otras actividades más han formado el 
carácter y la experiencia del Lic. Canales Clariond, 
quien actualmente se desempeña como Gobernador 
Constitucional de Nuevo León. 

Mil Novecientos Noventa y Nueve, 
175 Aniversario de la 
Primera Cátedra de 

Derecho en el Estado. 

Comité Organizador 
Directorio 

Presidente Honorario: 
Lic. Fernando de Jesús Canales Clariond 
Gobernador Constitucional de Nuevo León 

Presidente: 
Dr. Reyes S. Tamez Guerra 
Rector de la Universidad Autónoma 
de Nuevo León 

Secretario Ejecutivo: 
Lic. Helio E. Ayala Villarreal 
Director de la Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales y Colegio 
de Criminología, UANL. 

Maestro Decano de la Facultad de Derecho: 
Lic. Leopoldo Peña Garza 



Claustro de Exdirectores: 

1. Lic. Federico Páez Flores 
(1954-1961) 

2. Dr. Arturo Salinas Martínez 
(1961-1963) 

3. Lic. Leopoldo Peña Garza 
(1965-1967) 

4. Lic. Sergio Mena Treviño 
(1967-1971) 

5. Lic. Pedro Treviño García 
(1971) 

6. Lic. Genaro Salinas Quiroga 
(1971) 

7. Lic. David Galván Ancira 
(1978-1981) 

8. Lic. Roberto Castillo Gamboa 
(1981-1984) 

9. Lic. Marco Antonio Valenzuela Barrios 
(1984-1986) 

10. Lic. Juan Francisco Rivera Bedoya 
(1986-1988) 

11. Lic. Catarino García Herrera 
(1988-1991) 

12. Lic. Ernesto T. Araiza Rivera 
(1991) 

13. Lic. Mauro Cruz Garza 
(1991-1994) 

14. Lic. Alejandro Izaguirre González 
(1994-1997) 

Subdirectora Académica: 
Dra. María del Carmen Baca Villarreal 

Consejero Maestro: 
Lic. Hirám de León Rodríguez 

Presidente Sociedad de Alumnos: 
Juan Antonio Cantú Guajardo 

Coordinación general: 
Lic. Samuel Flores Longoria 

Coordinación Administrativa: 
Lic. Rafael Martínez Cantú 



Comisiones 

Académica: 
Lic. Héctor S. Maldonado Pérez 
Lic. Minerva E. Martínez Garza 
Lic. Marco Antonio Leija 
Lic. Nora Leticia Alanís Díaz 

Extensión y Cultura: 
Lic. Jorge Pedraza Salinas 

Programación general: 
Lic. Manuel Gerardo Ayala Garza 
Dr. Armando Tamez Perales 
Lic. Jesús Flores Treviño 

Educación Continua e Investigación: 
Lic. Jóse de Jesús Hernández 

Relaciones Intennstitucionales: 
Lic. Hirám de León Rodríguez 
Lic. Armando Tamez Moreno 
Lic. Ernesto Pérez Chávez 
Lic. Héctor Gutiérrez de la Garza 

Festejos y Relaciones Públicas: 
Lic. Juanita García Aragón 
Lic. Obed Renato Jiménez J. 
Lic. León Héctor Flores 
Lic. Alicia Martínez Aguilar 

Coordinación de Informática: 
Ing. Manuel Barragán Codina 

Departamento de Imprenta: 
Lic. Julián Maldonado Espinosa 
Lic. Cecilia Tomasichi Gutiérrez 

Maestros asesores: 
Lic. María Teresa Herrera Tello 
Ing. Gerardo Garza Sada 
Lic. Oscar J. Adame Garza 
Profra. Lucilda Pérez Salazar 
Profr. y Lic. Guadalupe Rodríguez 
Lic. Alfonso Rangel Guerra 
Dr. Agustín Basave Fernández del Valle 
Lic. León A. Flores 
Lic. Carlos Francisco Cisneros Ramos 
Profr. y Lic. Ismael Vidales Delgado 
Lic. José Roberto Mendirichaga 
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Lic. Carlos Polo Rodríguez 
Lic. Carlos A. Salas Silva 
Lic. Jesús Montaño García 
Lic.Manuel Edgar López Flores 
Lic. Gilberto González Rodríguez 



Indice 

Ofrecimiento 

175 Años de la impartición del 
estudio del Derecho en Nuevo León 
Lic. Helio E. Ayala Villarreal 9 

Texto de la Conferencia Magistral del Lic. 
Fernando Canales Clariond 13 

Hacia un genuino Estado de Derecho 15 

Fernando de Jesús Canales Clariond, 

Curriculum Vitae 33 

Mil Novecientos Noventa y Nueve. 

175 Aniversario de la Primera Cátedra de 
Derecho en el Estado, 
Comité Organizador. Directorio 35 



HACIA UN GENUINO ESTADO DE 
DERECHO, de Fernando de Jesús Canales 
Clariond, Cuaderno Conmemorativo 1, 
publicación de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales y Colegio de 
Criminología, de la Universidad Autónoma 
de Nuevo León, se terminó de imprimir en 
los Talleres del Departamento Editorial de la 
misma, en enero de 1999, año de la 
conmemoración del 175 Aniversario de la 
Impartición de la Primera Cátedra de 
Derecho en el Estado. La edición de 1,000 
ejemplares fue coordinada por Samuel 
Flores Longoria. Coordinación 
Administrativa, Rafael Martínez Cantú. 
Departamento Editorial de la Facultad, 
Julián Maldonado Espinosa. Diseño de 
portada, Rodolfo Leal Herrera. Supervisión: 
Alicia Martínez Aguilar e Irma Cecilia 
Tomasichi Gutiérrez. 
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